Radicación: 660013109006-2019-00009-01

Accionante: Jaime Hernando Bustamante García
Accionado: Colpensiones y otro 

Decisión: Revoca y tutela debido proceso administrativo 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / EXCEPCIONES / PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA / NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS AL INTERESADO / NO HACERLO HACE PROCEDENTE LA CONCESIÓN DEL AMPARO.
… cuando en el trámite de la tutela el Juez avizora que entre la ocurrencia de los hechos que se consideran dan origen a la acción, y el momento de su activación ha transcurrido un tiempo considerable, debe entrar a evaluar los motivos por los cuales dicha situación se presenta…
Ahora bien, teniendo en cuenta que este mecanismo lo que trata es de brindar protección efectiva a los derechos de los ciudadanos, y que en muchos casos la vulneración de un derecho fundamental se puede dar de forma sucesiva en el tiempo, se le ha conferido al Juez constitucional, como ya se dijo, la difícil tarea de que en cada caso concreto y antes de declarar la improcedencia de la tutela, evalúe los motivos por los cuales el peticionario no había solicitado antes la protección judicial…

El artículo 29 Constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. (…)
El principio de la confianza legítima se deriva del artículo 83 Superior, que establece que: “las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Así las cosas, se entiende que bajo estos principios, las autoridades públicas no pueden alterar intempestivamente sus relaciones con los asociados, más aún cuando de manera previa le han dado a entender al administrado que en su caso existe una cierta estabilidad que lo ampara y que por tanto esa condición no tiene vocación de cambiar. (…)
… es cierto que la norma (Decreto 1833 de 2016) contempla la figura de la suspensión del beneficio del subsidio para quienes incurren en mora superior a 6 meses, pero no es menos cierto, se insiste, que dicha suspensión debe ser puesta en conocimiento del afectado a través de un acto administrativo susceptible de recursos. En el presente asunto, queda entonces claro que al accionante jamás se le informó sobre esa suspensión, o por lo menos nada de ello consta en la actuación, a pesar de que de manera específica se les requirió a las accionadas a través de auto para que dilucidaran lo ocurrido.  

La situación antes descrita, afirma que la actuación de ambas entidades, tanto COLPENSIONES como el CONSORCIO, son violatorias del debido proceso, en concordancia con el principio de confianza legítima…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA, en contra del fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira el pasado 13 de febrero de 2019, mediante el cual declaró improcedente la acción de tutela promovida por el recurrente en contra de COLPENSIONES y el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR. 

ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes para el presente asunto, los siguientes: 
El señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA tiene 64 años de edad, convive con su esposa y 3 hijos de 24, 21 y 15 años de edad, quienes según afirma, dependen económicamente de él. 

El señor JAIME HERNANDO fue favorecido con el programa Subsidio al Aporte en Pensión administrado por el Consorcio Colombia Mayor desde el 1º de agosto del año 2009 hasta el 31 de enero de 2015 (Sic.), interregno en el que cotizó al SGSS.
En el mes de noviembre de 2017 radicó una solicitud de reconocimiento pensional ante COLPENSIONES, al considerar que cumplía con todos los requisitos para ese fin; sin embargo, su solicitud fue despachada de manera negativa mediante Resolución SUB d317053 del 4 de diciembre de 2018 bajo el argumento de que él sólo contaba con 1.268 semanas cotizadas, lo que en su criterio es producto de un error, porque en ese acto administrativo no tuvieron en cuenta las cotizaciones correspondientes a los ciclos de junio de 2013, enero de 2014, noviembre de 2015 y enero de 2016, a pesar de ello, la entidad, mediante Resolución SUB 6410 del 16 de enero de 2019 confirmó en todas sus partes la petición inicial, y nada dijo respecto de sus interrogantes frente al hecho de haberle recibido sin ningún tipo de reticencia o contrariedad los aportes que él hizo como beneficiario y que se encontraban faltantes en su historia.  
El 29 de noviembre de 2017 radicó derecho de petición en el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, en el cual pidió información respecto de las razones por las cuales no se realizaron los pagos de los meses junio, julio, agosto, septiembre y noviembre de 2013, enero del año 2014, noviembre y diciembre de 2015 y enero del año 2016. De igual manera, pidió que le explicaran el motivo por el que no figuraba como afiliado al régimen subsidiado, teniendo en consideración que para dichos meses se le recibieron sus aportes como beneficiario con total normalidad. Por último, pidió que, como no se le había notificado su “retiro” del programa de subsidio, efectuaran la cuota de pago que le corresponde al Estado, ello con el fin de que se tengan en cuenta esas semanas en su historia laboral. 
El CONSORCIO dio respuesta a su requerimiento mediante oficio del 15 de diciembre de 2017, en el que le informó que en los ciclos de cotización a los cuales él hizo alusión en su petición, su afiliación no se encontraba activa, toda vez que fue “bloqueado” por incurrir en mora superior a 6 meses, de manera que le sugirió solicitar la devolución de aportes a COLPENSIONES. 
El señor JAIME HERNANDO no está de acuerdo con la posición asumida por el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, toda vez que asegura que nunca fue notificado de la suspensión de su beneficio de subsidio a la pensión, y sólo se enteró de eso tras conocer la respuesta a la petición incoada en el año 2016, sin embargo en el 2017, cuando pidió información sobre el acto de notificación, lo que le respondió el CONSORCIO fue, entre otras cosas, que “las suspensiones y retiros son notificados mediante correo certificado” cosa que en su caso no ocurrió. 
En otro memorial de respuesta a una petición suya, el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR le había informado que si él encontraba inconsistencias en su historia laboral, debía dirigirse a las oficinas de COLPENSIONES a pedir su corrección, por lo que en las calendas del 28 de junio de 2018 radicó ante la administradora de pensiones la respectiva solicitud de corrección de historia laboral, recibiendo respuesta el 21 de agosto de 2018, en la que se le indicó que, con respecto al ciclo de mayo de 2013, que fuera efectivamente pagado por él, estaba siendo requerido mediante cuenta de cobro al CONSORCIO, pero para los meses de noviembre de 2013, enero de 2014, noviembre y diciembre de 2015, su estado de afiliación era no activo, por lo que debía acercarse al CONSORCIO y actualizar su estado de afiliación.
Finalmente señaló que se encuentra desempleado desde el 2015, no logra ubicarse laboralmente debido a su edad, no tiene forma de sufragar los gastos para la sobrevivencia de su familia, por lo que se ha visto en la obligación de pedir dinero a sus vecinos. Además considera que la vía administrativa se está tornando tardía e inoperante debido a que las respuestas que le dan las entidades accionadas cada vez son las mismas sin revisar los argumentos y fundamentos nuevos, y en últimas no le dan respuesta a lo que él necesita saber. 
PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia, se ordene al Consorcio Colombia Mayor que proceda a realizar los pagos de los meses de Junio, julio, agosto, septiembre y noviembre de 2013, enero de 2014, noviembre y diciembre de 2015 y enero de 2016, como consecuencia de haber omitido la debida notificación del acto administrativo por el cual fue desvinculado del régimen subsidiado. También solicitó que se ordene a Colpensiones recibir los pagos cancelados por el Consorcio Colombia Mayor para que puedan ser cargados a su historia laboral.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 31 de enero de 2019, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las entidades accionadas, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.  

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 13 de febrero de 2019 declarar improcedente la solicitud de amparo invocada, al considerar que el señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA cuenta con la Jurisdicción ordinaria Laboral para dirimir la controversia planteada. Además indicó el Juez que, ni COLPENSIONES, ni el CONSORCIO DE COLOMBIA MAYOR, han vulnerado derecho alguno del señor BUSTAMANTE GARCÍA.
IMPUGNACIÓN:

El día 4 de marzo de 2019, el señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA allegó escrito impugnando la decisión de primera instancia, memorial en el cual expuso que el Juez de Primera instancia no tuvo en cuenta sus condiciones subjetivas, que trascienden a su núcleo familiar, pues han quedado reducidos a la indigencia, y que lo han llevado a subsistir a través de aportes de caridad otorgados por sus vecinos, pues por su edad se le dificulta conseguir un empleo estable y solo ha logrado emplearse de manera eventual en un lavadero de carros, percibiendo una asignación laboral discontinua y relativa que no le permite sufragar los gastos que acarrea el mantenimiento y educación de dos de sus hijos.
Posteriormente señaló que el A-QUO ha malinterpretado sus pretensiones, pues la acción de tutela no se interpuso para obtener el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, sino que se ordenara al CONSORCIO COLOMBIA MAYOR el pago de las semanas que él sufragó, y que COLPENSIONES cargara dichas semanas a su historia laboral. Reiterando que las entidades accionadas han vulnerado su derecho al debido proceso, administrativo puesto que no le notificaron de manera integral el cambio de estado de su afiliación, imposibilitando su acceso a la vía gubernativa, además dijo que había efectuado el pago de los meses de junio, julio, agosto, septiembre y noviembre de 2013, enero de 2014, noviembre y diciembre de 2015 enero de 2016, los cuales no fueron cargados a su historia laboral.

Expresó que las notificaciones del 17 de enero de 2015 y 30 de septiembre de 2015, según las cuales le informaban sobre el retiro de su afiliación al programa, realmente las recibió el 27 de mayo de 2016 y el 26 de septiembre de 2016, es decir que habían pasado más de 6 meses entre la fecha del retiro y la notificación por lo que considera desproporcional que el Juez de primera instancia considere estas notificaciones como válidas.
Finalmente argumentó que conforme al numeral 4º del artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016, cuando se deje de cancelar por 6 meses continuos el aporte, la entidad administradora de pensiones no puede recibir dichos pagos y es obligación de la administradora del fondo de solidaridad pensional verificar que no se haya cobrado el subsidio durante ese periodo, pero aduce el accionante que en su caso no solo le cobraron el subsidio sino que se niegan la realizar la corrección de la historia laboral. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico a resolver: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, COLPENSIONES y el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR han desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.
3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido desconocidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares en los casos expresamente señalados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

Sobre la inmediatez:

Aunque ni la Constitución ni la ley establecen un límite temporal dentro del cual las personas deben interponer la acción de tutela, sí se ha logrado consolidar por la jurisprudencia que aunque la misma puede ser interpuesta en cualquier tiempo, quien la invoca debe hacerlo dentro de un límite temporal razonable entre el hecho que dio origen a la conculcación de los derechos invocados y la activación del mecanismo constitucional. Al respecto ha dicho la Corte:

“En sentencia T-996 A de 2006, esta Corporación reiteró que la inmediatez es una condición de procedencia de la tutela, en virtud de la cual la acción debe interponerse dentro de un tiempo razonable y prudencial a partir del momento en que ocurrió la violación o amenaza de los derechos fundamentales, puesto que es un instrumento jurídico que ha sido diseñado para conjurar de manera imperiosa las perturbaciones sobre los derechos fundamentales, y no para perpetuar indefinidamente actuaciones que pueden ser resueltas válidamente mediante otros medios de defensa judiciales establecidos en el ordenamiento.

Adicionalmente, se precisó que el requisito de inmediatez demanda que el recurso de amparo sea presentado en un lapso cercano a la ocurrencia de los hechos generadores de la perturbación, con el propósito de evitar que el paso del tiempo desvirtúe la amenaza o la violación que se cierne sobre los derechos fundamentales o comprometa incluso la necesidad de su inminente protección.” 

En ese orden de ideas, cuando en el trámite de la tutela el Juez avizora que entre la ocurrencia de los hechos que se consideran dan origen a la acción, y el momento de su activación ha transcurrido un tiempo considerable, debe entrar a evaluar los motivos por los cuales dicha situación se presenta: 

“(...) tal y como lo ha expuesto de forma reiterada esta Corporación, la procedibilidad de la acción de tutela exige su interposición dentro de un plazo razonable, oportuno y justo, de tal manera que la acción no se convierta en un factor de inseguridad jurídica, premiando con ello la inactividad de los interesados en el ejercicio oportuno de los recursos, la negligencia y la decidía. Ciertamente, si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten violados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, es imprescindible que su ejercicio tenga lugar dentro del marco de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Una percepción contraria a esta interpretación, desvirtúa el alcance jurídico dado por el Constituyente a la acción de tutela y deja sin efecto el objetivo de garantizar por esa vía judicial la protección actual, inmediata y efectiva de tales derechos.” 

Ahora bien, teniendo en cuenta que este mecanismo lo que trata es de brindar protección efectiva a los derechos de los ciudadanos, y que en muchos casos la vulneración de un derecho fundamental se puede dar de forma sucesiva en el tiempo, se le ha conferido al Juez constitucional, como ya se dijo, la difícil tarea de que en cada caso concreto y antes de declarar la improcedencia de la tutela, evalúe los motivos por los cuales el peticionario no había solicitado antes la protección judicial, es así como dijo la Máxima Guardiana Constitucional: 

“En este orden de ideas, surtido el análisis de los hechos del caso concreto, el juez constitucional puede llegar a la conclusión de que una acción de tutela, que en principio parecería carente de inmediatez por haber sido interpuesta después de un tiempo considerable desde la amenaza o vulneración del derecho fundamental, en realidad resulta procedente debido a las particulares circunstancias que rodean el asunto. Así, la jurisprudencia constitucional ha determinado algunos eventos –por supuesto no taxativos- en que esta situación se puede presentar:

 

·  La existencia de razones válidas para la inactividad, como podría ser, por ejemplo, la ocurrencia de un suceso de fuerza mayor o caso fortuito, la incapacidad o imposibilidad del actor para interponer la tutela en un término razonable, la ocurrencia de un hecho completamente nuevo y sorpresivo que hubiere cambiado drásticamente las circunstancias previas, entre otras.

 

· Cuando a pesar del paso del tiempo es evidente que la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del accionante permanece, es decir, su situación desfavorable como consecuencia de la afectación de sus derechos continúa y es actual. Lo que adquiere sentido si se recuerda que la finalidad de la exigencia de la inmediatez no es imponer un término de prescripción o caducidad a la acción de tutela sino asegurarse de que se trate de una amenaza o violación de derechos fundamentales que requiera, en realidad, una protección inmediata.

 

· Cuando la carga de la interposición de la acción de tutela en un plazo razonable resulta desproporcionada dada la situación de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante, lo que constituye un trato preferente autorizado por el artículo 13 de la Constitución que ordena que “el Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

En el presente asunto debe mencionarse inicialmente que como los hechos planteados son aparentemente antiguos, toda vez que el accionante, según lo consignado en el numeral 8º del acápite denominado “HECHOS Y RAZONES EN QUE SE FUNDAMENTA LA PRESENTE ACCIÓN”, sólo se enteró de su suspensión del derecho al subsidio desde el año 2016, lo que trae como consecuencia genérica un incumplimiento del presupuesto de inmediatez como requisito de procedibilidad, pero no puede pasar por alto la Sala que las circunstancias planteadas por él se han mantenido en el tiempo y que su actuar ha sido diligente, como quiera que en dicho lapso ha presentado múltiples peticiones ante las entidades accionadas para que solucionen las dificultades que se han suscitado con respecto al subsidio, sin obtener una explicación que resulte satisfactoria frente al cuestionamiento de: ¿Por qué razón COLPENSIONES continuó recibiendo sus aportes como beneficiario del subsidio de aporte en pensión, a pesar de encontrarse “bloqueado” o suspendido de dicho beneficio administrado por el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR?. Así las cosas, se estima viable continuar con el estudio del presente asunto, por encontrarse justificada la tardanza del actor en impetrar el mecanismo de amparo constitucional. 
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 Constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. Frente al tema ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica” 

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados.

En lo atinente a los derechos de defensa y contradicción, el principio de doble instancia, el derecho de la persona a ser escuchada y la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en esos procedimientos, dijo esa Alta Corte en Sentencia C-034 de 2014: 

“(…) Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis.

Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  

Sobre la confianza legítima:

El principio de la confianza legítima se deriva del artículo 83 Superior, que establece que: “las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Así las cosas, se entiende que bajo estos principios, las autoridades públicas no pueden alterar intempestivamente sus relaciones con los asociados, más aún cuando de manera previa le han dado a entender al administrado que en su caso existe una cierta estabilidad que lo ampara y que por tanto esa condición no tiene vocación de cambiar. 
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional:

“(…) Por otra parte, la Corte Constitucional se ha referido al principio de confianza legítima como una expresión de la buena fe consistente en que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, por tanto, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos pues éstos no existen en la situación en consideración, sino tan sólo de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían formado con base en acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo. Además se ha advertido, que éste principio busca proteger al administrado frente a las modificaciones intempestivas que adopte la administración, desconociendo antecedentes en los cuales aquél se fundó para continuar en el ejercicio de una actividad o reclamar ciertas condiciones o reglas aplicables a su relación con las autoridades. Esto quiere decir que el principio de confianza legítima es un mecanismo para conciliar los posibles conflictos que surjan entre los intereses públicos y los intereses privados, cuando la administración ha creado expectativas favorables para el administrado y súbitamente elimina dichas condiciones. Así pues, la confianza que el administrado deposita en la estabilidad de la actuación de la administración, es digna de protección y debe respetarse.”

Del caso concreto:

Antes de proceder a adoptar la decisión en el presente asunto, debe advertir la Corporación que en aras de encontrar solución al planteamiento propuesto por el accionante en su petición, que no es otro que propugnar por el restablecimiento de su derecho fundamental al debido proceso administrativo, el cual considera quebrantado por parte de COLPENSIONES y el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, específicamente por su omisión de notificarle aquellas decisiones que incidieron con su desvinculación del programa de subsidio al aporte en pensión administrado por esta última; la Sala, a través del Magistrado Ponente, en virtud de las facultades consagradas en el artículo 32
 del Decreto 2591 de 1991 (que hace referencia a la práctica de pruebas en segunda instancia), procedió mediante auto del 5 de abril de 2019 a requerir a las entidades accionadas para que respondieran de manera puntual unos cuestionamientos:    

· El CONSORCIO COLOMBIA MAYOR debería explicar si el o los retiros del señor BUSTAMANTE GARCÍA del Fondo de Solidaridad Pensional – Subsidio al Aporte en Pensión, por la supuesta mora superior a 6 meses, ¿se dieron a través de acto administrativo motivado?; de ser así indicara si fueron puestos en conocimiento del afectado y a través de qué medio. En cualquier caso, se le impuso el deber de allegar las respectivas constancias de notificación. 

· COLPENSIONES, por su parte, debía aclarar ¿cuál fue la razón por la que recibió los aportes correspondientes a la cuota parte del señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GRCÍA en los períodos 2011-09, 2013-06, 2013-07, 2013-08, 2013-09, 2013-11, 2014-01, 2015-11, 2015-12, 2016-01, si supuestamente se encontraba suspendido?

Más adelante, el Despacho advirtió un error de redacción en el requerimiento que se le hizo a COLPENSIONES, por lo que a través de un auto posterior (10 de abril de 2019) se aclaró, y se le planteó el siguiente interrogante: 

“Si, supuestamente, para los períodos comprendidos entre el 02/05/2013 al 30/04/2014, el 22/09/2015 al 31/03/2017 y 30/10/2017 en adelante, el señor BUSTAMANTE GARCÍA se encontraba por fuera
 del programa de Subsidio al Aporte en Pensión administrado por el Consorcio Colombia Mayor, y si en la práctica, conforme a lo dicho en su escrito de contestación por parte de la Fiduagraria, “el aplicativo Web operado EXCLUSIVAMENTE por COLPENSIONES (…) contiene toda la formación base del beneficiario, su afiliación y novedades de manera que, sin en esa herramienta aparece una limitación para efectos de hacer efectivo el giro, el mismo sistema impide la generación de recibos…”, entonces, ¿cuál es la razón por la que COLPENSONES recibió los aportes correspondientes a la cuota parte del señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA en los períodos 2013-06, 2013-07, 2013-08, 2013-09, 2013-11, 2014-01, 2015-11, 2015-12, 2016-01?”

A pesar de lo anterior, ninguna de las accionadas suministró información alguna que permitiera dilucidar el asunto o justificar lo ocurrido, contrariamente guardaron absoluto silencio.  
Debe decirse además que aunque el CONSORCIO a través de la Fiduagraria aportó en su contestación inicial unas guías de envío de documentos dirigidas al domicilio del actor, lo cierto es que la Sala no tiene la certeza del contenido de esos memoriales, toda vez que no fueron aportados a la actuación por parte de esa entidad, y que en últimas no sirven para demostrar la efectividad del acto de notificación de una decisión, cuyo contenido hasta ahora es sigue siendo desconocido por esta Corporación. 

Es claro para este Juez Colegiado que la decisión adoptada por el CONSORCIO pluricitado, de suspender el subsidio del cual venía gozando el señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA debió estar motivada mediante acto administrativo, y de igual manera esa determinación debió notificársele, informándole de manera clara los recursos a los que tenía derecho para su correspondiente controversia; así mismo, debió COLPENSIONES verificar en su aplicativo Web la situación en que se encontraba su afiliado, en cada momento en que este se acercó a presentar sus pagos como beneficiario del subsidio, porque sin duda alguna, a medida que estos se iban recibiendo con éxito en esa entidad, se estaba generando en el actor una expectativa legítima con respecto a la validez de esas cotizaciones supuestamente extemporáneas y a la posterior consignación de dichas novedades en su historia laboral, pues mírese que COLPENSIONES, a pesar de conocer de primera mano la supuesta mora, por ser precisamente la entidad encargada de comunicarle al fondo de solidaridad pensional el incumplimiento del beneficiario el pago de sus aportes, recibió en absoluto silencio dichos pagos, tal y como consta en los desprendibles aportados por el actor a esta acción, a pesar de que supuestamente fueron posteriores a la fecha de la suspensión. 

Ahora, es cierto que la norma (Decreto 1833 de 2016) contempla la figura de la suspensión del beneficio del subsidio para quienes incurren en mora superior a 6 meses, pero no es menos cierto, se insiste, que dicha suspensión debe ser puesta en conocimiento del afectado a través de un acto administrativo susceptible de recursos. En el presente asunto, queda entonces claro que al accionante jamás se le informó sobre esa suspensión, o por lo menos nada de ello consta en la actuación, a pesar de que de manera específica se les requirió a las accionadas a través de auto para que dilucidaran lo ocurrido.  

La situación antes descrita, afirma que la actuación de ambas entidades, tanto COLPENSIONES como el CONSORCIO, son violatorias del debido proceso, en concordancia con el principio de confianza legítima, como así lo ha dicho Corte Constitucional:    

“(…) el derecho al debido proceso se muestra como desarrollo del principio de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder público, y en particular, al ejercicio del ius puniendi del Estado. En virtud del citado derecho, las autoridades estatales no podrán actuar en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, respetando las formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus derechos"[10].

26. Por tanto, el contenido del derecho fundamental al debido proceso reúne una serie de principios constitucionales tales como la igualdad, la imparcialidad, la publicidad y la eficiencia. En ese sentido, el debido proceso se erige como el principio que permite ejercer control sobre la función pública así como a los ciudadanos participar activamente en la resolución de sus casos y “adoptar las decisiones informadas pertinentes frente a las diversas alternativas de acción que le abre la actuación estatal”[11], como el agotamiento de la vía gubernativa a través de los recursos de ley. En consecuencia, en lo referente a los actos administrativos, el debido proceso se refiere a la necesidad de que las autoridades garanticen la publicidad de los mismos y la posibilidad a las personas de defenderse e impugnar las decisiones que les desfavorezcan en las oportunidades respectivas.
27. Así, en el caso específico de actuaciones que privan a personas de un beneficio otorgado por el Estado, la Corte ha sido enfática en afirmar que dichas decisiones deben garantizar el debido proceso. Al decir de la ya citada Sentencia T-149 de 2002, “En materia de prestaciones positivas del Estado, en desarrollo del principio de Estado social de derecho, el debido proceso administrativo cumple una función de primer orden. Quien puede ser beneficiario de una prestación estatal no puede ser privado de la misma sino mediante una decisión respetuosa del debido proceso.” Siguiendo este principio, la jurisprudencia ha establecido que en el caso de beneficios públicos (tales como subsidios) que buscan garantizar el acceso de personas en situación de vulnerabilidad a las prestaciones del Sistema General de Pensiones, la necesidad de verificar la garantía del derecho al debido proceso administrativo es de especial importancia por cuanto con estos auxilios se pretende mitigar la exclusión social, al punto de que la vida digna de los beneficiarios muchas veces depende de dichos beneficios[12].

28. Finalmente, cabe resaltar que la Corte Constitucional ha fallado en contra del Fondo de Solidaridad Pensional por consideraciones similares a las precedentes, como sucedió en la Sentencia T-225 de 2005[13], cuando se determinó que los derechos fundamentales de algunos beneficiarios de subsidios otorgados por la Red de Solidaridad Social habían sido excluidos sin justificación ni notificación alguna, por lo cual habían resultado lesionados sus derechos fundamentales. Del mismo modo, debe resaltarse la Sentencia T-478 de 2013[14], donde la Sala Primera de Revisión falló a favor de una madre comunitaria que había sido retirada del programa de subsidios sin mediar notificación alguna y ordenó que fuera vinculada nuevamente al programa por considerar que la decisión de retirarle los beneficios no había sido proferida con observancia del debido proceso.

(…) Según la jurisprudencia a la que se ha hecho referencia, el debido proceso administrativo debe observarse con mayor celo en casos en los cuales se pretende retirar un beneficio social a una persona, dada su importancia para mitigar la desigualdad social e, incluso, para garantizar los derechos fundamentales a la vida digna y al mínimo vital de los beneficiarios. De acuerdo con esto y con los hechos relatados en el párrafo anterior, sólo queda concluir que el Consorcio Colombia Mayor – 2013, en su calidad de administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional, omitió su deber de notificar en debida forma a la accionante del acto administrativo por el cual se decidió su desvinculación del programa de subsidios, vulnerando con ello su derecho fundamental al debido proceso administrativo.

Es suficiente lo dicho en precedencia, para decirse que se habrá de revocar la decisión de primera instancia y en su lugar se concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso administrativo del cual es titular el señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA, y en virtud de ello, deberá el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR notificar de manera EFECTIVA al accionante el acto administrativo por medio del cual decidió suspenderlo del programa de subsidio al aporte en pensión, y los fundamentos jurídicos que motivaron esa decisión, y de esta manera darle la oportunidad de controvertirlas oportunamente. Ahora bien, es de aclarar que hasta tanto ello ocurra, se entenderá que el señor BUSTAMANTE GARCÍA TODAVÍA ES BENEFICIARIO de dicho programa, y en condiciones de igualdad, se le garantizarán los patrocinios y demás beneficios que el mismo ofrece. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido el 13 de febrero de 2019, por medio del cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira declaró la improcedencia de la acción de tutela instaurada por el señor JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA en contra de COLPENSIONES y el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso administrativo del cual es titular el JAIME HERNANDO BUSTAMANTE GARCÍA. 
TERCERO: ORDENAR al CONSORCIO COLOMBIA MAYOR que en el improrrogable término de setenta y dos (72) horas contadas a partir de la notificación de la presente decisión, notifique de manera EFECTIVA al accionante el acto administrativo por medio del cual decidió suspenderlo del programa de subsidio al aporte en pensión, y los fundamentos jurídicos que motivaron esa decisión, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirlas oportunamente. 
CUARTO: DECLARAR que hasta tanto lo ordenado en el anterior numeral no ocurra, se entenderá que el señor BUSTAMANTE GARCÍA TODAVÍA ES BENEFICIARIO de dicho programa, y en condiciones de igualdad, se le garantizaran los patrocinios y demás beneficios que el mismo ofrece.
QUINTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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